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PROYECTO DE LEY No. ________de 2026 

 

 

POR MEDIO DEL CUAL SE RECONOCE Y FORTALECE LA ECONOMÍA POPULAR EN COLOMBIA, Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES  

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

 

ASPECTOS GENERALES 

 

CAPÍTULO I 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO.  La presente Ley tiene por objeto establecer un marco normativo para el 

reconocimiento, promoción, fomento y fortalecimiento la Economía Popular y Comunitaria (EpyC) en 

Colombia, con especial énfasis en aquellas organizaciones populares que producen, comercializan 

intercambian, consumen, bienes y servicios considerados esenciales para la satisfacción de necesidades 

humanas y sociales. 

 

ARTÍCULO 2. DEFINICIONES. Para efectos de la presente Ley, en adelante se entenderán los siguientes 

términos así: 

 

a. Economía Popular. Constituye un sistema de organización económica y social en los sectores populares, 

en el que se realizan actividades y ocupaciones mercantiles (producción, distribución y comercialización de 

bienes y servicios) y no mercantiles (de autoconsumo, domésticas, o comunitarias) desarrolladas por unidades 

económicas personales, familiares, o microempresas populares, en diversas ramas de actividad económica, 

para satisfacer necesidades humanas y sociales. La Economía Popular constituye un conjunto de actividades, 

recursos, instituciones y organizaciones populares, que operan en torno a la satisfacción de necesidades de 

sus integrantes, bajo la lógica de la subsistencia y de la reproducción de la vida, basada en relaciones de 

parentesco, solidaridad y reciprocidad. La Economía popular coexiste e interactúa con la economía privada 

lucrativa y con la economía pública. 

 

b. Economía Comunitaria: Es una de las formas colectivas de organización de la economía popular, basada 

en el trabajo y en la organización comunitaria de la producción, trasformación, distribución, financiamiento y/o 

consumo de bienes o servicios para la satisfacción de necesidades sociales y el bien común, prevaleciendo en 

ella relaciones de solidaridad, ayuda mutua y reciprocidad. Los organismos comunales son una de las formas 

organizativas de la economía comunitaria. 

 

c. Unidades económicas populares y comunitarias. Son formas organizativas de la economía popular y 

comunitaria que realizan actividades económicas y productivas mercantiles (producción, distribución y 

comercialización de bienes y servicios) y no mercantiles (de autoconsumo, domésticas, o comunitarias) para la 

satisfacción de necesidades y la subsistencia de sus integrantes, con base en las relaciones de reciprocidad y 
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redes de colaboración solidaria. Dentro de las principales encontramos: las Unidades domésticas u hogares y 

sus extensiones individuales o comunitarias, tales como emprendimientos por cuenta propia, famiempresas, 

entidades sin ánimo de lucro, microempresas populares, organismos comunales, resguardos indígenas, 

consejos comunitarios, entre otras. 

 

d. Microempresa Popular. Es una forma organizativa de la economía popular que se dedica a la producción 

de bienes y servicios, cuyo objetivo principal es generar ingresos y medios de vida para la subsistencia 

personas involucradas en ella.   Se caracteriza por prevalecer en ella la pequeña escala y las relaciones de 

parentesco o solidaridad. 

 

Artículo 3. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Se rigen por la presente Ley, las formas de organización que 

conforman la Economía Popular y Comunitaria, y las instituciones públicas encargadas del fomento, 

fortalecimiento, promoción y acompañamiento, así como las instancias participativas de control y regulación a 

nivel nacional. 

 

ARTÍCULO 4. PRINCIPIOS. La presente Ley se orienta por los siguientes principios y enfoques:  

 

a.​ Respeto por la vida, la humanidad y la naturaleza. Reconocer la interdependencia entre los seres 

humanos y el ambiente, implica la prioridad de actividades económicas que desarrollen prácticas 

sostenibles.  

b.​ Inclusión sociocultural y económica. Se asegurará que todos los actores de la Economía popular y 

Comunitaria, especialmente los más vulnerables, tengan acceso a medios, oportunidades y 

beneficios, para generar condiciones de equidad con enfoque interseccional. 

c.​ Autogestión y participación democrática. Reconoce la capacidad de las organizaciones y 

comunidades para gestionar sus propios procesos económicos y sociales. Implica la toma de 

decisiones de forma colectiva y participativa, promoviendo la autonomía y el empoderamiento de sus 

actores.  

d.​ Solidaridad.  Principio intrínseco de las iniciativas populares y comunitarias, fomenta la cooperación y 

el apoyo mutuo entre los actores, organizaciones y las comunidades de la economía popular y 

comunitaria procurando la creación de redes de colaboración, el intercambio de conocimientos y la 

ayuda mutua para el beneficio colectivo.  

e.​ Igualdad. Las medidas contempladas en la presente ley serán reconocidas sin distinción de género, 

respetando la libertad u orientación sexual, raza, condición social, profesión, el origen nacional o 

familiar, la lengua, el credo religioso, la opinión política o filosófica. 

f.​ Equidad. Se promoverá la distribución justa y equitativa de los beneficios generados para la 

Economía Popular y Comunitaria entre sus actores, priorizando las necesidades de los sectores más 

vulnerables y fomentando la solidaridad. 

g.​ Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con 

características particulares en razón de su edad, etnia, género y situación de discapacidad. 

h.​ Enfoque territorial. Reconoce especificidades y deferencia en los ámbitos socio-territoriales rurales y 

urbanos. 

i.​ Gradualidad. El principio de gradualidad implica la responsabilidad Estatal de diseñar herramientas 

operativas de alcance definido en tiempo, espacio y recursos presupuestales que permitan la 

escalonada implementación de las disposiciones contenidas en la presente ley. 
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ARTÍCULO 5. PLANEACIÓN DE LA ECONOMÍA POPULAR. A partir de la promulgación de la presente Ley 

el gobierno nacional y los territoriales deberán incluir de forma obligatoria en sus planes de desarrollo 

objetivos, metas y programas que garanticen el fortalecimiento de la Economía Popular en los territorios 

urbanos y rurales. 

 

ARTÍCULO  6.   ACTORES DE LA ECONOMÍA POPULAR Y COMUNITARIA (EPyC). Para efectos de la 

presente Ley, integran la Economía Popular y Comunitaria (EPyC) las personas, organizaciones, y Unidades 

Económicas populares o comunitarias en los sectores urbanos, periurbanos y rurales, que, tienen por objeto la 

producción, comercialización, distribución y el consumo de bienes o servicios socialmente necesarios, así 

como otras actividades orientadas al cuidado de la vida, y trabajan de forma solidaria o autogestionada.  

 

Parágrafo 1. Las personas y organizaciones de la EPyC a las que se refiere esta Ley se beneficiarán de los 

incentivos y demás medidas de promoción, fomento y fortalecimiento. 

 

Parágrafo 2. El Estado garantizará los recursos necesarios e impulsará acciones que propicien sus derechos 

laborales, políticas de cuidado, su producción en condiciones óptimas, y el intercambio comercial justo de 

bienes y servicios entre productores y consumidores. 

 

Parágrafo 3. La oferta institucional priorizará a las unidades domésticas y comunitarias cuyas actividades 

tienen como objetivo generar medios de autoconsumo y trabajo e ingreso para la reproducción de las 

condiciones de vida de sus integrantes. 

 

CAPÍTULO II 

ASPECTOS INSTITUCIONALES 

 

ARTÍCULO 7.  ESTRUCTURA INSTITUCIONAL. La Economía Popular y Comunitaria (EPyC) contará con la 

siguiente estructura institucional: 

 

a. Consejo Nacional De La Economía Popular (CNEP). Sin perjuicio de las funciones establecidas en el 

Decreto 2185 de 2023,  esta instancia será garante de la implementación progresiva de la presente Ley, 

promoviendo la articulación y coordinación efectiva  de los sectores y entidades del Gobierno encargados de 

desarrollar misiones de gestión, formulación de líneas de política pública, evaluación, supervisión de la 

implementación, ejecución y toda la armonización de las acciones interinstitucionales necesarias para el 

reconocimiento, promoción, defensa, asociación libre, fortalecimiento y fomento de la EPyC, garantizando los 

mecanismos de participación representativa, simétrica y vinculante de actores de la EPyC desde cada región o 

territorio, conforme a los principios de coordinación, complementariedad, interseccionalidad, subsidiariedad  

probidad y eficacia del Estado.  

 

Parágrafo. El Gobierno nacional tendrá seis (6) meses a partir de la sanción de esta Ley para modificar y 

ajustar lo que corresponda en relación con el CNEP, acorde a lo establecido en la presente Ley. 

 

b. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. Será la entidad encargada del diseño e implementación de 

programas y proyectos para el fomento y fortalecimiento de la EPyC en todo el territorio nacional.  
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c. Unidad administrativa de organizaciones solidarias. Encargada de la promoción de la EPyC, así como 

de sus organizaciones en el territorio nacional. 

ARTÍCULO 8.  ASAMBLEAS MUNICIPALES, DEPARTAMENTALES Y NACIONAL DE LA ECONOMÍA 

POPULAR Y COMUNITARIA. Las Asambleas son la máxima estructura organizativa ciudadana de la 

Economía Popular y Comunitaria (EPyC) en cada departamento, distrito, municipio, y la nación; conformadas 

de manera autónoma y simétrica por las organizaciones, unidades económicas, y actores de la EPyC y sus 

representantes delegados.  

 

Parágrafo 1. Las Asambleas en las escalas municipales, distritales, departamentales y nacional; concertarán 

rutas de incidencia, consulta y deliberación seguimiento permanente a la implementación progresiva de la Ley, 

veeduría y vigilancia social al destino de los recursos para su fomento y promoción. 

 

Parágrafo 2. Las Asambleas distritales y municipales se reunirán por lo menos dos (2) veces al año y 

delegarán dos (2) representantes al nivel departamental. La Asamblea departamental se reunirá en el primer 

semestre del año y delegará dos (2) representante a la Asamblea Nacional, la cual se realizará una vez al año 

en el segundo semestre.    

 

Parágrafo 3. La Asamblea Nacional delegará dos representantes departamentales al Consejo Nacional de 

Economía Popular (CNEP) por un periodo de un (1) año, contado a partir de su designación y podrán ser 

reelegidos hasta por un (1) periodo consecutivo. Las Asambleas definirán los criterios de selección de las y los 

delegados. El número de representantes de la EPyC podrá ser ampliado siempre en número impar de acuerdo 

con criterios de necesidad, representatividad sectorial, representatividad territorial entre otros. 

Parágrafo 4. Las entidades que conforman el CNEP, garantizarán las debidas condiciones logísticas, técnicas, 

tecnológicas y financieras para el desarrollo de las reuniones de las asambleas a nivel departamental, distrital, 

municipal y nacional. 

Parágrafo 5. Las decisiones tomadas por la Asamblea Nacional, tendrán carácter vinculante y sus propuestas 

serán estudiadas y debatidas por el CNEP. 

 

ARTÍCULO 9. REGISTRO. Créase el Registro Nacional de la Economía Popular y Comunitaria (RENEPYC), 

para los trabajadores, trabajadoras, actores y unidades domésticas de la Economía Popular y Comunitaria 

(EPyC) acorde a los principios y definiciones de la presente Ley. Dicho Registro tiene como objetivo generar 

datos unificados para planificar y desarrollar políticas públicas priorizando en la vinculación a programas, 

planes y acceso a los beneficios e incentivos establecidos en la presente Ley. 

 

Parágrafo. La implementación y administración del RENEPYC será responsabilidad del Departamento 

Nacional de Planeación y del Departamento de Prosperidad Social (DPS). 

 

ARTÍCULO 10.  SISTEMA DE INFORMACIÓN DE LA ECONOMÍA POPULAR. El Departamento 

Administrativo Nacional de Estadística DANE, dentro de los seis (6) meses posteriores a la entrada en 

vigencia de esta ley, diseñará, implementará y administrará un sistema de información enfocado en la 

economía popular y comunitaria (urbana y rural), el cual tendrá como insumo principal los registros 
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administrativos existentes, las operaciones estadísticas económicas y sociales que realiza el DANE, y fuentes 

alternativas. Lo dispuesto en el presente artículo deberá sujetarse a las restricciones del Marco Fiscal de 

Mediano Plazo y el Marco de Gasto del Mediano Plazo.   

Parágrafo: El Estado a través del DANE incluirá progresivamente dentro de las cuentas satélite y sus 

encuestas, la siguiente información prioritaria de la economía popular: 

 

a. Estadísticas laborales: Población en edad de trabajar, mercantilmente activa, ocupada en la economía 

popular, desocupada, posición ocupacional, rama de actividad económica principal, entre otras 

b. Estadísticas de producción y valor agregado: Producto interno bruto y valor agregado de la economía 

popular, por ramas de actividad económica. 

c. Estáticas sociales: Vivienda, seguridad social y calidad de vida de la población ocupada en la economía 

popular 

 

CAPÍTULO III 

PROMOCIÓN, FOMENTO Y FINANCIAMIENTO 

 

ARTÍCULO 11.  PROGRAMAS Y PROYECTOS PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA PRODUCCIÓN 

POPULAR. El gobierno nacional y los gobiernos territoriales diseñarán e implementarán programas y 

proyectos que permitan el fortalecimiento de la economía popular y comunitaria en ámbitos tanto urbanos 

como rurales en actividades agropecuarias, agro-industriales, artesanales, industriales, de construcción, 

comercio, servicios públicos, servicios personales, comunitarios y ambientales, entre otras.   

 

ARTÍCULO 12. EDUCACIÓN CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA TÉCNICA. El Estado, a través del Ministerio 

de Educación, el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y las instituciones de educación superior ofertaran 

programas y estrategias de formación, capacitación, asistencia técnica y certificación dirigidos a los actores y 

organizaciones de la Economía Popular y Comunitaria (EPyC). Estas acciones estarán orientadas a:  

a.​ Fortalecer la educación y capacitación en EPYc 

b.​ Mejorar las capacidades productivas, administrativas y financieras de los actores de la EPyC.  

c.​ Diseñar y ejecutar programas para la cualificación, diversificación y fortalecimiento de la EpyC 

d.​ Promover el emprendimiento y la innovación en la EPyC, incluyendo el manejo de herramientas de 

informática, contabilidad, administración financiera y comercio electrónico. 

e.​ Implementar programas de certificación por competencias, liderados por el SENA, para reconocer, 

validar y formalizar los saberes y habilidades adquiridas por los actores de la EPyC, con el propósito 

de mejorar su empleabilidad y fortalecer sus capacidades productivas. 

ARTÍCULO 13. AUTOCONSTRUCCIÓN Y MEJORAMIENTO DE VIVIENDA: En el diseño e implementación 

de políticas, programas y proyectos de vivienda y hábitat, el gobierno nacional, cajas de compensación familiar 

y los entes territoriales priorizarán y facilitarán la participación de organizaciones de la Economía Popular y 

Comunitaria, en organizaciones sociales populares de vivienda (OPV), cooperativas de vivienda, Juntas de 

acción comunal y juntas de vivienda comunitaria. Dichas entidades tendrán un papel activo en el fomento, 

ejecución, gestión, asistencia técnica, seguimiento y promoción de soluciones de vivienda de interés social, 

incluyendo los programas de mejoramiento y de autoconstrucción de vivienda. 
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ARTÍCULO 14. COMPRAS PÚBLICAS. Adiciónese un parágrafo al artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 el cual 

quedará así: 

 

Parágrafo. En los programas de compras públicas se incluirán a los actores, productos y servicios de la 

economía popular y comunitaria. 

 

ARTÍCULO 15. ASOCIACIONES PÚBLICO-POPULARES. Las Entidades Estatales podrán celebrar 

directamente contratos hasta por la mínima cuantía con personas jurídicas que hagan parte de la economía 

popular, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley 80 de 1993. Estos contratos se 

denominarán Asociaciones Público-Populares y podrán celebrarse paro la ejecución de obras, o lo adquisición 

de bienes y servicios relacionados con infraestructura social, vivienda, vías, cultura, infraestructura productiva 

local, proyectos de eficiencia energética, producción y transformación de alimentos, producción y suministro 

de bienes y servicios, gestión comunitaria del agua, saneamiento básico, economía del cuidado, 

fortalecimiento ambiental y comunitario y adquisición de productos de origen o destinación agropecuarios, 

agroindustriales e industriales. 

 

ARTÍCULO 16. FORTALECIMIENTO DEL CONSUMO. El gobierno nacional y los gobiernos territoriales 

promoverán comercialización y el consumo de bienes y servicios de la Economía Popular y Comunitaria, entre 

otros, a través de los siguientes mecanismos: 

 

a.​ Apoyo a la Comercialización Local: Se implementarán estrategias y programas que faciliten la 

distribución y venta de productos y servicios locales, fomentando su visibilidad y acceso en el 

mercado. 

b.​ Impulso a Redes de Cooperación: Se promoverá la formación de redes de colaboración entre 

emprendedores locales, facilitando el intercambio de recursos, conocimientos y experiencias, cadena 

de valor especialmente en producción y comercialización, para fortalecer sus capacidades y 

competitividad. 

c.​ Promoción del Consumo: Con el objetivo de promover un consumo responsable y sostenible en el 

contexto de la Economía Popular y Comunitaria, se llevarán a cabo campañas de sensibilización y 

educación sobre prácticas de consumo responsable, destacando la importancia de considerar el 

impacto ambiental, social y económico de nuestras decisiones de consumo. 

d.​ Promoción del comercio electrónico a través de plataformas de comercio electrónico los bienes y 

servicios desarrollados por los actores de la Economía Popular y Comunitaria. 

e.​ Mercados y ferias de economía popular. 

 

ARTÍCULO 17. MERCADOS Y FERIAS DE ECONOMÍA POPULAR. El Gobierno nacional y los gobiernos 

territoriales (departamentales, distritales y municipales), promoverán y facilitarán la organización de mercados 

y ferias de economía popular y comunitaria, como circuitos de comercialización, brindando apoyo logístico, 

promoción y asistencia técnica a estas unidades económicas para su participación activa en estos espacios. 

7 



 

Se promoverá la participación de organizaciones, asociaciones y cooperativas de la Economía Popular y 

Comunitaria, en la planificación y gestión de mercados y de las ferias de economía popular, garantizando la 

representatividad y participación efectiva de las organizaciones en la toma de decisiones, así como la 

promoción de prácticas justas y transparentes. 

 

ARTÍCULO 18. RECICLAJE Y SERVICIOS AMBIENTALES. El gobierno nacional y los gobiernos territoriales 

implementarán Programas de Reciclaje y Servicios Ambientales como parte integral de las estrategias de 

fortalecimiento de la Economía Popular y Comunitaria, así como de conservación del medio ambiente y el 

desarrollo sostenible. 

 

ARTÍCULO 19. FORTALECIMIENTO FINANCIERO DE LA ECONOMÍA POPULAR. El Gobierno Nacional 

reconocerá y promoverá los mecanismos financieros propios de la economía popular y comunitaria, 

asegurando su articulación con el sistema financiero formal sin que ello implique su subordinación o 

transformación en entidades mercantiles. Para tal fin, y sin perjuicio de otras, se establecerán programas de 

fomento y regulación para fortalecer:  

 

a) Grupos, fondos y organizaciones de ahorro popular y comunitario 

b) Grupos, fondos y organizaciones de crédito popular y comunitario 

c) Seguros populares y comunitarios 

 

ARTÍCULO 20. LÍNEAS ESPECIALES DE AHORRO Y CRÉDITO PARA LA ECONOMÍA POPULAR: El 

gobierno nacional, a través de entidades como FINAGRO, BANCOLDEX, FINDETER, BANAGRARIO y otras 

entidades financieras, incluidas las cooperativas de ahorro & créditos desarrollará líneas especiales de ahorro 

y crédito para el financiamiento de la economía popular y comunitaria. Estas líneas estarán destinadas a 

fortalecer el financiamiento de capital de trabajo, activos productivos y la sustitución de pasivos de familias y 

organizaciones de la EPyC. Las líneas especiales de ahorro y crédito se diseñarán de manera inclusiva, 

teniendo en cuenta las necesidades y características de los actores y unidades de la economía poopular, así 

como las particularidades de sus actividades socioeconómicas. 

 

Se fomentará la creación de instrumentos financieros adaptados a la realidad de la EPYC, como créditos con 

tasas de interés preferenciales, plazos flexibles y garantías alternativas. Asimismo, se promoverá la educación 

financiera y el acceso a servicios de asesoramiento técnico y empresarial para los actores y organizaciones de 

la EPyC, con el fin de mejorar su capacidad de gestión financiera y promover su desarrollo. 

 

ARTÍCULO 21.  GARANTIAS Y MECANISMOS DE FINANCIAMIENTO. El Gobierno nacional a través de 

entidades e instancias de fomento y crédito del sector público ofrecerá oportunidades de Financiamiento 

Preferencial y Garantías dirigidas a iniciativas de la Economía Popular y Comunitaria (EPyC) con el fin de 

promover el fortalecimiento de las economías locales y regionales.  

 

Parágrafo 1. Además, el Banco Agrario de Colombia, Bancóldex, Findeter, Fondo Emprender (SENA), e 

Innpulsa Colombia, entre otras entidades, podrán desarrollar, ofrecer y ampliar de manera coordinada las 

líneas de financiamiento específicas para la EPyC con condiciones preferenciales, incluyendo créditos a tasas 

de interés reducidas, períodos de gracia para el pago de capital e intereses y plazos de pago extendidos. 
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Parágrafo 2. Los Fondos de Garantías proporcionarán garantías y seguros para reducir el riesgo crediticio 

asociado a los préstamos otorgados a los actores y organizaciones de la EPyC.  

 

ARTÍCULO 22. FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS. Modifíquese el literal a del artículo 38 de la Ley 2069 

de 2020 el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 38. Literal a) Atender entre otros, los sectores de comercio, servicios, industrial, agroindustrial, 

exportador y a la Economía Popular y Comunitaria, o a otros sectores o programas, de conformidad con las 

prioridades que se identifiquen para el desarrollo de las políticas del Gobierno Nacional o los que señale su 

Junta Directiva. 

 

ARTÍCULO 23. FINDETER. Adiciónese un literal (p) al Artículo 1 de la Ley 57 de 1989, el cual quedará así: 

 

Artículo 1. Literal p). Fortalecimiento, promoción y fomento de la Economía Popular y Comunitaria. 

 

ARTÍCULO 24.  FONDO EMPRENDER. Modifíquese el artículo 40 de la Ley 789 de 2002, el cual quedará así: 

 

Artículo 40. FONDO EMPRENDER. Créase el Fondo Emprender, (FE), cómo una cuenta independiente y 

especial adscrita al Servicio Nacional de Aprendizaje, (SENA), el cuál será administrado por esta entidad y 

cuyo objeto exclusivo será financiar iniciativas empresariales y de economía popular que provengan y sean 

desarrolladas por aprendices o asociaciones entre aprendices, practicantes universitarios o profesionales que 

su formación se esté desarrollando o se haya desarrollado en instituciones que para los efectos legales, sean 

reconocidas por el Estado de conformidad con las Leyes 30 de 1992 y 115 de 1994 y demás que las 

complementen, modifiquen o adicionen. 

 

En el caso de las asociaciones estas tendrán que estar compuestas mayoritariamente por aprendices. 

 

El Fondo Emprender se regirá por el Derecho privado, y su presupuesto estará conformado por el 80% de la 

monetización de la cuota de aprendizaje de que trata el artículo 34, así como por los aportes del Presupuesto 

General de la Nación, recursos financieros de organismos de cooperación nacional e internacional, recursos 

financieros de la banca multilateral, recursos financieros de organismos internacionales, recursos financieros 

de fondos de pensiones y cesantías y recursos de fondos de inversión públicos y privados. 

 

PARÁGRAFO. El Gobierno nacional determinará dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación 

de esta Ley, las condiciones generales que sean necesarias para el funcionamiento de este Fondo. La 

decisión de financiación de los proyectos empresariales presentados al Fondo Emprender será tomada por el 

Consejo Directivo del SENA. 

 

ARTÍCULO 25. INSTITUTO DE FOMENTO Y DESARROLLO - INFIS. Los INFIS destinarán parte de sus 

recursos al financiamiento de proyectos y programas de la EPyC. Podrán otorgar créditos preferenciales, 

financiar infraestructura productiva, comercial, y brindar asistencia técnica para fortalecer la inclusión 

financiera y el desarrollo local. 
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ARTÍCULO 26. FOMENTO E INCENTIVOS. El Gobierno nacional y los gobiernos territoriales dispondrán de 

medidas y programas de apoyo e incentivos para fortalecer las entidades y actores de la Economía Popular y 

Comunitaria (EPyC). Sin perjuicio de otras medidas de fomento e incentivos, se contemplarán entre otros 

mecanismos de fomento los siguientes: 

 

a) Subsidios y apoyos directos: El Gobierno nacional y los gobiernos regionales, territoriales y distritales 

podrán otorgar subsidios para la inversión en infraestructura, tecnología y capacitación, por parte de las 

entidades del Gobierno encargadas de la ejecución de programas de fomento dentro de la misión de 

fortalecimiento de la EPyC. 

b) Convenios solidarios y Alianzas público-populares: Se establece la figura de convenios solidarios y 

alianzas público-populares entre entidades públicas y organizaciones de la economía popular para ejecutar 

proyectos comunitarios, fomentar el desarrollo local y generar oportunidades laborales. Para tal efecto, los 

contratos de mínima y menor cuantía podrán ser asignados directamente a organizaciones de la EPyC que 

cumplan con los requisitos y procedimientos establecidos para la selección y configuración del convenio, 

promoviendo así la democratización de las compras públicas y el empoderamiento de las comunidades, 

respetando los principios de transparencia, selección objetiva, publicidad, planeación y justificación, 

contemplados por la Ley 80 de 1993, la Ley 2294 del 2023 y los decretos reglamentarios sobre economía 

popular emitidos y en vigencia. 

 

c) Innovación y la Tecnología: Asignación de recursos de fondos destinados a la innovación y adopción de 

nuevas tecnologías en los procesos productivos de las Unidades económicas de la EPyC. 

 

d) Microseguros: Implementación de programas de microseguros que protejan a las microempresas y 

emprendimientos de la economía popular, garantizando su sostenibilidad y crecimiento. 

 

ARTÍCULO 26. DIFUSIÓN DE LA ECONOMÍA POPULAR Y COMUNITARIA. Con el fin de fomentar la 

Economía Popular y Comunitaria, las entidades competentes y el MINTIC promoverán:  

a.​ Difusión y publicidad en el sistema de medios públicos RTVC medios de comunicación privados, 

alternativos y comunitarios para incentivar el reconocimiento, la visibilización y el consumo de 

productos, servicios y actividades de la Economía Popular y Comunitaria.  

b.​ Creación de productos audiovisuales y medios de comunicación propios para la EPyC (prensa, radio, 

tv, internet, etc.). 

ARTÍCULO 27. OTRAS MEDIDAS DE FOMENTO. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 

(DPS) diseñará, implementará y ejecutará estrategias para la promoción, fomento y fortalecimiento de la 

Economía Popular y Comunitaria. 

 

Para tal efecto deberá implementar, entre otras acciones, las siguientes: 

 

a.​ Formular líneas de financiamiento y orientar las unidades productivas de la Economía Popular y 

Comunitaria. 

b.​ Priorizar la asignación de recursos en programas de inversión social, infraestructura y fortalecimiento 

de capacidades dirigidos a los actores de la EPyC. 
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c.​ Promover la creación de redes de comercialización y distribución que faciliten el acceso a circuitos 

económicos locales, regionales y nacionales. 

d.​ Impulsar la formalización progresiva y el acceso a seguridad social de los actores de la Economía 

Popular y Comunitaria. 

e.​ Coordinar con entidades públicas y privadas programas de formación y capacitación para garantizar la 

sostenibilidad de este sector. 

 

Parágrafo 1: El DPS establecerá mecanismos de seguimiento y evaluación para medir el impacto de las 

estrategias implementadas para la promoción, fomento y fortalecimiento de la Economía Popular y 

Comunitaria, asegurando su integración con los objetivos de justicia social. 

 

Parágrafo 2. El DPS coordinará con las entidades que hacen parte del Consejo Nacional de la Economía 

Popular las intervenciones, lineamientos, y territorios donde se implementaran sus  

programas y proyectos. 

 

CAPÍTULO IV 

PROTECCIÓN Y BIENESTAR SOCIAL 

 

ARTÍCULO 28. PROTECCIÓN LABORAL Y SOCIAL. El Gobierno nacional en cabeza del Ministerio del 

Trabajo, reglamentará condiciones laborales dignas para todos los trabajadores y trabajadoras de la Economía 

Popular y Comunitaria (EPyC), promoviendo su reconocimiento e inclusión social, contribuyendo al desarrollo 

equitativo y sostenible de la sociedad garantizando que tengan acceso a: 

 

a.​ Reconocimiento de Derechos Laborales: Se garantizarán y protegerán los derechos de los actores 

de la economía popular. 

b.​ Acceso a la Seguridad Social: Se promoverá activamente el acceso de los actores de la EPyC a los 

Sistemas de Seguridad Social, abarcando aspectos como la salud, pensiones y protección laboral. 

c.​ Formalización Laboral: Se fomentará la formalización de las relaciones laborales dentro de este 

sector, incentivando la contratación formal y el registro adecuado de los trabajadores ante las 

autoridades correspondientes. 

d.​ Prevención de la Explotación Laboral y del Trabajo Infantil: Se implementarán medidas efectivas 

para prevenir la explotación laboral y el trabajo infantil, asegurando condiciones de trabajo seguras y 

protegiendo los derechos fundamentales de los trabajadores. 

e.​ Capacitación y Desarrollo Laboral: Se promoverá la capacitación y formación continua de los 

trabajadores, facilitando el acceso a programas de desarrollo profesional que mejoren sus habilidades 

y competencias laborales. 

f.​ Promoción de la Igualdad de Género: Se impulsará activamente la igualdad de género en el ámbito 

laboral, eliminando cualquier forma de discriminación y garantizando igualdad de oportunidades para 

todos los trabajadores, independientemente de su género. 

g.​ Protección ante situaciones de crisis: Se establecerán mecanismos de protección social que 

brinden apoyo a los trabajadores de la EPyC en situaciones de crisis o emergencia, asegurando su 

bienestar y estabilidad productiva y de ingresos. 

h.​ Recreación, cultura y esparcimiento: Se promoverá la inclusión de los participantes de este tipo de 
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economías en las políticas públicas de arte, cultura, recreación y deporte.  

ARTÍCULO 29. PROTECCIÓN A LOS Y LAS TRABAJADORAS DE LA ECONOMÍA POPULAR Y 

COMUNITARIA. Se garantizará el acceso a la Administradora de Riesgos Laborales (ARL) para los 

trabajadores y trabajadoras de la economía popular, proporcionando protección y seguridad en el desarrollo de 

sus actividades laborales. 

 

a. El Ministerio de Trabajo, en coordinación con las ARL, establecerá un procedimiento simplificado y 

accesible para la afiliación de los trabajadores de la Economía Popular y Comunitaria, asegurando que no 

existan barreras administrativas o económicas que impidan su acceso. 

 

b. El Gobierno en consenso con las ARL determinará que los costos de la afiliación sean accesibles para los 

trabajadores de la Economía Popular y Comunitaria y, podrá subsidiarlos con programas estatales. 

 

c. El Ministerio de Trabajo, en coordinación con las ARL, será responsable de monitorear y evaluar 

periódicamente la implementación de lo establecido en este artículo, asegurando su cumplimiento y realizando 

ajustes necesarios para mejorar su eficacia. 

 

CAPÍTULO V 

OTRAS DISPOSICIONES 

 

ARTÍCULO 30. Plan Especial de Manejo y Protección (PEMP). Adiciónese el numeral 5 al artículo 7° de la 

Ley 1185 de 2008, el cual quedará así:  

5. Economía Popular y Comunitaria dentro del PEMP. Todo Plan Especial de Manejo y Protección 

(PEMP) en Colombia asociado a un Bien de Interés Cultural (BIC) de la Nación que incluya el uso o 

interacción con el espacio público deberá contener un capítulo específico dedicado a la Economía 

Popular y Comunitaria (EPyC 

Los entes territoriales responsables de la formulación e implementación de los PEMP deberán adoptar de 

medidas de acción afirmativa para fortalecer la sostenibilidad económica de los cultores y protagonistas 

de la EPyC en los espacios públicos y de administración pública correspondiente a los lugares 

reconocidos como patrimonio cultural y/o BIC Nacional, Departamental, Municipal o Distrital 

patrimonializados. Estas medidas incluirán la provisión de formación, acceso a recursos y mecanismos de 

fortalecimiento económico que contribuyan a su dignificación y desarrollo integral. 

ARTÍCULO 31. MONITOREO Y EVALUACIÓN. El Consejo Nacional de la Economía Popular y Comunitaria 

establecerá los mecanismos de monitoreo y evaluación para el seguimiento de las políticas y programas 

implementados a fin de fomentar y garantizar la sostenibilidad de la Economía Popular y Comunitaria. Estos 

mecanismos permitirán medir el impacto de las medidas adoptadas, identificar áreas de mejora y garantizar la 

transparencia y eficiencia en la gestión de los recursos destinados a este sector, atendiendo, entre otros, los 

siguientes indicadores:  

a) Condiciones de vida y bienestar de los actores de la economía popular. 
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b) Nivel de formalización y acceso a financiamiento de unidades económicas populares. 

c) Fortalecimiento de procesos organizativos y asociativos de los actores de la EPyC. 

d) Reducción de brechas de género, étnicas y territoriales.    ​  

e) Impacto ambiental de las actividades productivas. 

Parágrafo 1. El DANE, el Departamento Nacional de Planeación y el Ministerio de Trabajo serán responsables 

del diseño, aplicación y actualización de los indicadores. 

 

Parágrafo 2. Las entidades responsables, presentarán un informe anual a las comisiones séptimas del 

Congreso de la República. 

ARTÍCULO 32. VIGENCIA Y DEROGATORIAS: La presente ley rige desde su promulgación y deroga las 

disposiciones que le resulten contrarias. 

​
 

 

 

​ H.R JUAN CARLOS VARGAS SOLER 

Representante a la Cámara 

CITREP No. 13 (Bolívar & Antioquia) 

 

 

​ ​ ​  
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

1.1. Objeto y conceptualización del Proyecto de Ley  

 

La Economía Popular y Comunitaria desempeña un papel fundamental en el tejido económico y social de 

Colombia. Reconociendo su importancia, se propone la ley de Economía Popular y Comunitaria a fin de 

promover su reconocimiento, desarrollo integral, fomento y fortalecimiento 

 

La Economía Popular y Comunitaria, es entendida en éste proyecto le ley como un subsistema de 

organización económica y social en los sectores populares, en el que se realizan actividades y ocupaciones 

mercantiles (producción, distribución y comercialización de bienes y servicios) y no mercantiles (de 

autoconsumo, domésticas, o comunitarias) desarrolladas por unidades económicas personales, familiares, o 

microempresas populares, en diversas ramas de actividad económica, para satisfacer necesidades humanas y 

sociales. La Economía Popular constituye un conjunto de actividades, recursos, instituciones y organizaciones 

populares, que operan en torno a la satisfacción de necesidades de sus integrantes, bajo la lógica de la 

subsistencia y de la reproducción de la vida, basada en relaciones de parentesco, solidaridad y reciprocidad; 

que coexiste e interactúa con la economía privada lucrativa y con la economía pública. 

 

En este Proyecto de Ley se parte del reconocimiento de la existencia de un sistema de economía mixta 

(privada-lucrativa, pública-estatal y popular) que hace parte de un sistema social y ambiental más amplio  El 

subsistema de la economía privada-lucrativa aparece como hegemónico en el sistema capitalista y se 

caracteriza porque sus organizaciones (las empresas, conglomerados y redes capitalistas) son gestionadas 

por el capital privado siguiendo una lógica de reproducción ampliada del capital o de acumulación. No 

obstante, también produce valores de usos (productos sociales) que son potenciales para la satisfacción de 

necesidades. Para ello utiliza trabajo, del cual extrae excedentes que son apropiados por sus organizaciones y 

reinvertidos en el proceso productivo o en el sistema financiero para continuar con su proceso de 

reproducción, utilizando la institución mercantil como integradora social. En este proceso participa tanto el 

capital concurrencial (tomador de precios) como el monopólico u oligopólico (fijador de precios). Éste último, 

por su carácter, tiene la capacidad de extraer plusvalores no solo de la esfera de la producción (del trabajo) 

sino también de la esfera de la circulación a través del mecanismo de precios y de las relaciones asimétricas 

de poder que establece tanto con las organizaciones tomadoras de precios como con los otros subsistemas. 

Adicionalmente, en dicho subsistema si bien se remunera y utiliza a la fuerza de trabajo para producir valores 

(de cambio y de uso) no la produce, ni la reproduce, pues estos procesos de producción y reproducción de la 

fuerza de trabajo se dan fundamentalmente al interior de las células del subsistema de economía popular: las 

unidades domésticas y sus extensiones (emprendimientos familiares, asociaciones, cooperativas, mutuales, 

redes, etc.). 
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Figura 1: Estructuración de la economía mixta. 

 

Sistema ambiental (de la vida) 

 

 

 

              Subsistema Capitalista                                                              Sistema institucional 

                                                                                                  

                Sectores Integrados                                                                Relaciones asimétricas  

 

              Subsistema Estatal                                                                    Subsistema Popular 

 

 

Fuente: Elaboración propia. 

Por otra parte, la economía pública-estatal opera bajo las lógicas de la reproducción del poder político y la 

legitimación o gobernabilidad social (Dieguez, 2007; Coraggio, 2007b). Ella se organiza en base a unidades 

jurídico-administrativas de base territorial o funcional; realiza transferencias y acciones – a través de 

mecanismos como el gasto social- atendiendo a principios como el de la redistribución y el plan, y contribuye 

tanto a la reproducción ampliada del capital (directamente a través de la inversión estatal e indirectamente a 

través del consumo estatal) como a la reproducción de la fuerza de trabajo. También contribuye al producto 

social y al proceso de satisfacción de necesidades a través de organizaciones público-estatales productoras 

de bienes y/o servicios. En ese sentido, es funcional tanto a la reproducción ampliada del capital como de la 

reproducción ampliada de la vida. 

La economía popular, por su parte, constituye un conjunto de relaciones, recursos, actividades, instituciones y 

organizaciones populares que operan en torno a la satisfacción de necesidades de sus integrantes, bajo la 

lógica de la reproducción de la vida (Coraggio: 1998, 2007a).
1
 Según Coraggio (2007c: 34-35), esa  

reproducción se realiza utilizando tanto los medios de producción y vida (tierra, hábitat, etc.) como el Fondo de 

Trabajo (conjunto de energías, disposiciones y capacidades manuales e intelectuales para trabajar) de  las 

Unidades domésticas (UD)  y sus extensiones, definidas éstas como las organizaciones económicas de la 

economía popular –fundadas sobre relaciones de parentesco y principios de reciprocidad- que organizan 

recursos, capacidades y gestionan la resolución de necesidades de sus miembros. Ese fondo de trabajo 

puede ser utilizado como Trabajo Mercantil
2
, Trabajo de Reproducción propiamente dicha (doméstico, 

comunitario y de formación) o como trasferencias (que pueden provenir de las vinculaciones y articulaciones 

establecidas con el subsistema de economía pública-estatal). A través del trabajo desarrollado en las unidades 

2
 Este tipo de trabajo permite al subsistema de la economía popular vincularse entre sí y con los demás subsistemas a través de la 

producción e intercambio de bienes y servicios o de la venta de fuerza de trabajo; involucra tanto al trabajo asalariado como al 

trabajo mercantil no asalariado (por cuenta propia, doméstico, familiar sin remuneración). 

1
 Una conceptualización similar a la de Coraggio realizan Sarria & Tiribia (2003, p.173) para quienes “la economía popular es el 

conjunto de actividades económicas y prácticas sociales desarrolladas por los sectores populares con miras a garantizar, a través de 

la utilización de su propia fuerza de trabajo y de los recursos disponibles, la satisfacción de las necesidades básicas tanto materiales 

como inmateriales”. 
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domésticas y sus extensiones el subsistema de economía popular genera productos sociales y convierte 

valores de uso potenciales (mercancías ofrecidas por el capital, principalmente) en valores efectivos para la 

satisfacción de necesidades, así como para la producción y reproducción de la fuerza de trabajo y de la vida 

humana en su conjunto.  

En todos los anteriores subsistemas o sectores se incorpora trabajo y fuerza de trabajo. Cuando la forma y 

relación de trabajo prevaleciente en dichos sectores es el trabajo mercantil, asalariado y dependiente 

hablamos de “empleo”, el cual es la forma de trabajo prevaleciente en la economía privada-lucrativa y en la 

economía publica-estatal. Pero el “empleo” no es la forma prevaleciente en la economía popular y comunitaria, 

dado que allí prevalece el trabajo por cuenta propia, comunitario y familiar. 

 

1.2. Presentación y síntesis del proyecto  

 

La Economía Popular y Comunitaria es diversa, y no se limita ni se reduce a la categoría de informalidad, y los 

aspectos socioculturales, de identidades populares, y de patrimonio cultural en espacio público deben ser 

consideradas. 

 

Estas actividades son de muy diversa índole
3
, se desarrollan en diferentes espacios, normalmente operan en 

redes familiares y comunitarias y tienen como denominador común el hecho de que involucra a personas que 

realizan su actividad laboral por fuera de una relación salarial tradicional (son trabajadores sin patrón) por lo 

general perciben inicialmente ingresos bajos y, consecuentemente, necesitan acompañamiento del Estado 

para superar una escasa capacidad de consumo, ahorro e inversión. 

 

Así, como señalan Gómez, Fajardo y Cadena (2018)
4
, las actividades de la economía popular escasamente 

alcanzan para solucionar los problemas económicos para la sobrevivencia y los ingresos obtenidos de las 

acciones ejecutadas apenas satisfacen las necesidades básicas fisiológicas (subnutrición, insalubridad, 

viviendas precarias y de emergencia, etc.).  

 

1.3. Antecedentes del proyecto de ley  

 

En el marco de las iniciativas que se han venido tramitando en la Cámara de Representantes en relación con 

la protección, fomento e inclusión socioeconómica de los sectores productivos populares y comunitarios, 

resulta indispensable reseñar las principales iniciativas legislativas concurrentes que anteceden a este 

proyecto de ley.  

 

A continuación, se consolidan los principales proyectos de ley que abordan la regulación y fortalecimiento de 

la Economía Popular, Comunitaria, Campesina y Solidaria, tanto en el ámbito urbano como en el rural: 

4 Gómez Sánchez, Andrés Mauricio; Fajardo Hoyos, Claudia Liceth; Cadena Durán, Olga Lucía (2018). Economías populares e inclusión 
productiva para beneficiarios con vivienda gratuita en Cali, Jamundí y Popayán. Cuadernos de Vivienda y Urbanismo, 11(21). 

3 Entre las actividades de la economía popular más habituales, se identifican: el trabajo por cuenta propia de trabajadores 
independientes que producen bienes, prestan servicios o comercializan en pequeña escala en casas, calles, plazas, medios de 
locomoción colectiva, ferias populares y otros lugares de aglomeración humana; las microempresas familiares, unipersonales o de dos o 
tres socios, en las que se elaboran productos comercializan en pequeña escala en alguna habitación de la vivienda o adyacente a ella; 
las organizaciones económicas o pequeños grupos de personas y familias que gestionan en común sus recursos escasos para 
desarrollar, en términos de cooperación y ayuda mutua, actividades generadoras de ingresos para satisfacer necesidades básicas de 
trabajo, alimentación, salud, educación, vivienda etc. 

17 



 

 

1.​ Proyecto de Ley No. 450 de 2024 Cámara: "Por medio del cual se regula la economía popular y 

comunitaria, se garantiza su sostenibilidad y se dictan otras disposiciones.", con extensión de 34 

artículos. 

2.​ Proyecto de Ley No. 115 de 2024 Cámara: "Por medio de la cual se ordena reconocer, proteger, dar 

lineamientos y fortalecer la economía campesina familiar y comunitaria, desde un punto de vista 

asociativo, con el fin de propender por la seguridad y la soberanía alimentaria de la nación y se dictan 

otras disposiciones.", con extensión de 40 artículos.  

 

3.​ Proyecto de Ley No. 351 de 2024 Cámara: "Por medio de la cual se establecen lineamientos para el 

fortalecimiento de la economía popular y social - solidaria en el sector rural en Colombia, y se dictan 

otras disposiciones.", con extensión de 31 artículos, el cual su articulado fue aprobado en primer 

debate, sin embargo, se archivó por falta de trámite de autoría de H.R. Juan Carlos Vargas Soler y 

H.R. Juan Pablo Salazar Rivera. 

 

   1.4 Justificación y contextualización socioeconómica de la Economía Popular y Comunitaria  

 

En el ámbito regional, la Economía Popular es vista como un universo heterogéneo de iniciativas y 

experiencias de los grupos sociales más empobrecidos monetariamente en la búsqueda de asegurar la 

subsistencia y satisfacción de sus necesidades fundamentales, que no hay que confundir con la economía 

social o la economía solidaria, que ha sido estudiada en países como Argentina, Chile y Ecuador, entre otros, 

aunque en este último la economía popular fue reconducida normativamente a la economía solidaria, y a 

economías de patrimonio cultural. 

 

Históricamente en Colombia, la Economía Popular y Comunitaria no había merecido la atención estatal, de 

manera que, ante la situación de pobreza monetaria de buena parte de la población y de estrechez y 

precariedad del mercado laboral, la respuesta oficial se había brindado desde el asistencialismo, con una 

oferta, muchas veces inadecuadamente focalizada, de subsidios, con una falsa solución de formalización, sin 

tener en cuenta la existencia y el fundamento de una economía popular, comunitaria, informal, de 

subsistencia, que ha operado paralelamente a la economía de mercado. En relación con el Espacio Público 

existe una criminalización clasista y aporofobia totalmente injustificada contra los portadores de la economía 

popular, esta suele ser acompañada de gentrificaciones, explotación de la imagen y suplantación de los 

verdaderos protagonistas de esta economía.  

 

La realidad no reconocida en Colombia es que la economía popular ocupa y sostiene a más de la mita de la 

población, teniendo una enorme importancia y potencial, como se aprecia en los siguientes gráficos:   
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La Economía Popular ocupa más del 80% de la población en el sector rural y brinda el sustento a más de 15 

millones de campesinos: 

 

 

 

La Economía Popular tiene Unidades domésticas y micro-emprendimientos en todo el territorio nacional, 

teniendo una amplia cobertura geográfica como se aprecia a continuación: 
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En cuanto a la ubicación de los micronegocios, los departamentos de Antioquia (12,6%), Bogotá (9,8%), Valle 

del Cauca (8,8%) y Nariño (8%) concentran en sus territorios cerca del 40% de los micronegocios del país. Por 

otro lado, los departamentos de Chocó (0,87%), Caquetá (0,75%) y Quindío (0,72%) son los territorios con una 

menor concentración de los micronegocios. 

 

La Economía Popular está presente en todas las ramas de actividad económica: 

 

 
Fuente: Elaboración propia 

 

La gran mayoría de los micronegocios se concentran en el sector servicios con una participación del 41,5% del 

total de iniciativas productivas. El sector comercio cuenta con el 25,6%, y el sector agricultura con un 22,1% 
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de los micronegocios. 

 

La economía popular necesita ser reconocida y regulada en su justa medida. Hoy en día permanece 

subvalorada e invisibilizada bajo el estigma de la "informalidad", ignorando que muchos de sus sectores sí 

operan bajo esquemas formales.  

 

 

Este Proyecto de Ley Reconoce la importancia de la economía popular como un motor de crecimiento 

inclusivo y como un medio para fortalecer la cohesión social en áreas urbanas y rurales y busca brindar 

oportunidades equitativas de desarrollo económico a diferentes sectores de la población, especialmente a 

aquellos en situación de vulnerabilidad. 

 

1.5 Abordaje en el Programa de Gobierno y Plan Nacional de Desarrollo.  

 

El gobierno del presidente Abelardo de la Espriella no contempla ni hablaba propiamente de la Economía 

Popular, adopta un enfoque económico libertario, pro-mercado y de libre empresa, menciona a los pequeños 

comerciantes, trabajadores informales e independientes a través de otros mecanismos: 

 

Mención de la informalidad y los independientes 

En su modelo libertario propone apoyarlos mediante: 

●​ Desregulación y reducción de trámites: Eliminar barreras burocráticas en entidades como el 

INVIMA o la DIAN para que pequeños emprendedores e independientes puedan comerciar 

libremente. 
●​ Reducción tributaria: Bajar cargas fiscales y desmontar tributos (como el 4x1000) bajo la premisa de 

que los independientes y microempresarios puedan «respirar y generar riqueza». 
●​ Crédito más barato: Promueve facilidades de acceso a crédito bancario con tasas de interés 

reducidas. 
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Puntos de encuentro social 

A pesar de su inclinación hacia la reducción del gasto público y el receso del Estado, incluye algunos 

programas focalizados de carácter social que impactan a sectores de bajos ingresos: 

●​ Formación de cuidadoras: Propone la formación profesional de 200.000 cuidadoras y programas de 

autonomía económica femenina. 
●​ Conectividad: Oferta de computadores y conectividad para sectores vulnerables. 

1.6. Economía Popular y Patrimonio cultural (Planes Especiales de Manejo y Protección - PEMP y 

Salvaguardia) 

Lo anterior implica un cambio de visión del espacio público como un espacio social, y cambios en la 

participación de las personas portadoras de la economía popular y comunitaria en Planes Especiales de 

Ordenamiento territorial POT y en los espacios patrimonializados en los Planes Especiales de manejo y 

protección PEMP, así como en las políticas públicas de espacio público. 

 

El Plan Especial de Manejo y Protección hoy debe ser tratado desde el concepto de Salvaguardia como 

gestión patrimonial integral y no solo desde la mirada de la conservación que puede ser nociva para los 

habitantes que interactúan hacen parte de dichos patrimonios. La declaratoria de un bien como de 

interés cultural incorporará el Plan Especial de Manejo y Protección -PEMP-, cuando se requiera de 

conformidad con lo definido en esta ley. El PEMP es el instrumento de gestión del patrimonio cultural por 

medio del cual se establecen las acciones necesarias para garantizar su protección y sostenibilidad en el 

tiempo, que hoy debe actualizar su accionar a partir de los nuevos lineamientos de las academias 

referente a la gestión patrimonial que remite a la salvaguardia no solo a lo inmaterial sino todo tipo de 

patrimonio cultural y natural como gestión del patrimonio integral. 

 

Esta medida está directamente relacionada con los portadores de Economía popular. Se entiende como 

persona portadora de la economía popular a quien ejerza actividades de economía informal, actividades 

económicas relacionadas con culturas populares y patrimonios culturales de Bien de Interés Nacional de 

espacio público. 

 

La Palabra salvaguardia se plantea como vital en el patrimonio inmaterial porque “conservación” ya no le 

servía, palabra que nace de la convención de Salvaguardia del 2003, pero resulta que esta misma 

palabra no solo es importante para el patrimonio inmaterial como se creía en un principio, sino que se 

convierte en fundamental para el patrimonio cultural mueble e inmueble. La Carta de Cracovia 20001 nos 

explica qué es conservación; como un conjunto de actitudes de una comunidad dirigida a hacer que el 

patrimonio y sus monumentos perduren. 

22 



 

 

Mientras que la convención del patrimonio inmaterial del 2003 nos revela que; La Salvaguardia son las 

medidas encaminadas a garantizar la viabilidad del patrimonio, comprendida la identificación, 

documentación, investigación, preservación, protección, promoción, valorización, transmisión, y 

revitalización, de este patrimonio en sus distintos aspectos. 

 

Es decir que el concepto de salvaguardia es mucho más completo, y en su particularidad preservación 

incluye la restauración al ser aplicado a los patrimonios inmuebles y muebles, pero también otros 

aspectos antes no considerados como las prácticas históricas y cotidianas de los portadores de la 

Economía Popular en los espacios revestidos del concepto de patrimonio cultura inmueble, y por lo tanto 

el Plan Especial de Manejo y Protección. 

 

Así la conservación es un concepto estático centrado en el objeto con un enfoque técnico, y la 

salvaguardia aplicada hoy no solo a lo inmaterial sino al patrimonio cultural de forma integral ya sea 

mueble o inmueble, en es un proceso dinámico que pone como protagonista al sujeto con un enfoque 

totalmente social. Mientras que antes el papel de los gestores patrimoniales era parar el tiempo, hoy es 

conectar a las personas a través del tiempo y el espacio. 

 

1.7. Antecedentes nacionales (Ley 454 de 1998, CONPES 4051 y propuesta Cumbre Agraria)  

 

En Colombia, existe el concepto de economía solidaria, y normativamente esta se encuentra regulada 

mediante la Ley 454 de 1998, lo cual es un antecedente no menor, pero es una Ley de corto alcance, que 

no cubre al conjunto de sectores u organizaciones comunitarias, ni la diversidad de las actividades 

económicas de los sectores populares, ni de las mujeres, quienes llevan sobre sus hombros las tareas de 

cuidado familiar y comunitario fundamentales  para la economía local y nacional, por tanto, es una Ley 

desactualizada de la realidad nacional e insuficiente para los alcances democráticos requeridos en el 

tiempo presente. En 2021 fue aprobado el Documento CONPES 4051 Política Pública para el Desarrollo 

de la Economía Solidaria, el cual “busca incrementar el impacto de las actividades del sector y ampliar su 

alcance, fomentar la educación y fortalecer el modelo de supervisión. Esta política tiene proyectada una 

inversión de más de $74.000 millones y se implementará entre el año 2021 y 2025” (dnp.gov.co).  

 

La promoción de una ley nacional de Economía Popular y Comunitaria busca, entre otros objetivos, 

anticiparse a una coyuntura que se desborde y se continúen atomizando las demandas, políticas, 

programas y proyectos requeridos por cada sector sin un hilo conductor que dé cuenta de toda la 

pluralidad, potencia y diversidad que caracteriza las economías de las y los excluidos. Un antecedente 

nacional importante, que evidenció la posibilidad de tener consensos de política pública entre y para 
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sectores populares diversos, es la propuesta “ECONOMIAS PROPIAS” (2016) que se consensuó y 

presentó como parte de un pliego amplio ante el gobierno nacional de Juan Manuel Santos por parte de la 

Cumbre Agraria, Campesina, Étnica y Popular, tras los paros y movilizaciones que acontecieron la década 

pasada. Si bien es una propuesta pensada desde y para la ruralidad, da cuenta de que es posible y 

factible pensar propuestas transversales que engloban las reivindicaciones de una importante diversidad 

de actores (en el caso de la cumbre población Afro, campesinos, indígenas, pescadores, mineros 

artesanales, etc). 

 

Para abarcar la complejidad de la Economía Popular y Comunitaria, se debe dar un salto cualitativo y 

pensar con generosidad en una Ley integral, más allá de las reivindicaciones particulares de cada sector o 

movimiento. Una Ley que haga efectivo el mandato popular y constitucional de la producción nacional de 

alimentos, y que sea coherente con la protección de los territorios de las comunidades, la conservación de 

los ecosistemas estratégicos, los bienes comunes y la vida digna tanto en el campo como en las ciudades 

donde prolifera la economía informal de subsistencia. En suma, una Ley nacional con políticas, 

lineamientos y medidas afirmativas de fomento, promoción e incentivos que atienda y se adapte al 

carácter popular y comunitario de estas economías, que distan de moverse bajo la lógica empresarial 

privada sobre la cual está escrita casi la totalidad de la legislación y la política económica nacional. 

 

A través de esta Ley se busca también reconocer el potencial de este tipo de economías y como motor de 

desarrollo económico y social en Colombia. Esta medida se justifica en la necesidad de crear un entorno 

propicio para el crecimiento y la consolidación de estas actividades, promoviendo la generación de 

empleo, la innovación y el emprendimiento en las comunidades locales. Al ofrecer una serie de incentivos, 

acceso a financiamiento preferencial, programas de capacitación y promoción de alianzas estratégicas, se 

busca fortalecer la capacidad productiva y competitiva de este sector, impulsando su contribución al 

crecimiento económico y al bienestar social del país. 

 

De los encuentros realizados para la estructuración del proyecto se vislumbra y es una realidad que se 

hace necesario generar Leyes y normativas acordes a su naturaleza diversa. El Estado neoliberal ha 

operado históricamente a través de la alianza público-privada, acaparando los recursos y las 

contabilidades nacionales, es hora de que las economías populares (urbanas y rurales), avancen decidida 

y éticamente para ocupar el espacio que se merecen dentro de la política económica nacional. Es 

fundamental que estas economías populares, solidarias y comunitarias, como factor fundamental para la 

reproducción de la vida de millones de personas en el país, tengan un lugar tanto legislativo, como 

contable en las partidas del gasto público y el presupuesto nacional, lo cual hasta ahora ha sido un 

privilegio de las elites y gremios empresariales del sector privado. Será un proceso largo, pero modificará 

en el mediano plazo la estructura dual del estado y posibilitará en el corto plazo visibilizar y encauzar 
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esfuerzos múltiples hacia la consolidación territorial de economías de la vida digna para el buen vivir. 

 

Una Ley de Economía Popular debe pensarse y concretarse como Política de Estado, no solo política de 

gobierno, lo cual será fundamental, dados los cambios de gobiernos y de orientación política nacional, 

para evitar retrocesos y para dejar sentadas las bases de un nuevo modelo económico mixto que incluya 

formalmente a la Economía Popular y Comunitaria en la macroeconomía del país y porque no, en sus 

cuentas nacionales (en principio quizás en cuentas satélite, como una manera alternativa de contabilidad 

con base a derechos y no de tributación), lo cual es claramente un objetivo de mediano a largo plazo 

alcanzable sólo a través de la lucha social, con actores y actoras empoderadas para formularla y 

desarrollarla participativa y progresivamente. Una Ley con “querientes” y no con dolientes como venimos 

acostumbrados. 

 

En suma, construir una Ley Nacional que, en cuanto “techo común” potencie y promueva la organización y 

coordinación social y popular requerida para acompañar su reconocimiento, fortalecimiento y 

desenvolvimiento de abajo hacia arriba. En consecuencia, este proyecto de ley busca establecer 

lineamientos generales y medidas afirmativas de fomento, apoyo e incentivo a la Economía Popular y 

Comunitaria que se implementarían a través de diversos programas y proyectos a nivel nacional. 

 

1.8. Antecedentes internacionales (Experiencias en Ecuador y Bolivia)  

 

A nivel Latinoamericano hay experiencias recientes de ese tipo: la ley de economía popular y solidaria de 

Ecuador constituye en el continente un referente y precedente importante. Dicha Ley fue resultado del 

trabajo constante y coordinado de los movimientos sociales de ese país durante casi tres años (de 

noviembre de 2008 a marzo 2011). Fue generada durante el período de Correa y aprobada con la 

denominación de “Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria LOEPS”. A su vez a nivel constitucional 

lograron el reconocimiento de un sistema económico nacional mixto, integrado por los subsistemas 

público, privado y popular/solidario. En Bolivia, donde la Ley mayor señala: “La economía será estatal, 

comunitaria y privada” también hay un precedente importante a valorar a partir de la experiencia de 

Gobierno de Evo  

 

Morales: la Ley 338 del 2013 Ley de organizaciones económicas campesinas, indígenas originarias – 

OECAS- y de organizaciones económicas comunitarias – OECOM. 

 

1.9. Descripción del articulado 

El Proyecto de Ley consta de 32 artículos distribuidos en 5 capítulos que crean el marco normativo para la 

Economía Popular y Comunitaria (EPyC) en Colombia:  
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Capítulo I: Aspectos Generales (Arts. 1–6): Define el objeto de la ley, los principios rectores (solidaridad, 

gradualidad, enfoques territorial y diferencial), la definición de los actores de la EPyC y la obligación de incluir 

el sector en los planes de desarrollo nacional y local.  

Capítulo II: Aspectos Institucionales (Arts. 7–10): Crea el Consejo Nacional (CNEP), las Asambleas de 

representatividad ciudadana (locales a nacional), el Registro Nacional (RENEPYC a cargo del DNP y DPS) y 

el Sistema de Información Estadística liderado por el DANE.  

Capítulo III: Promoción, Fomento y Financiamiento (Arts. 11–27): 

Habilita las Asociaciones Público-Populares para contratación directa estatal de mínima cuantía.  

Integra a la EPyC en las compras públicas y prioriza la autoconstrucción comunitaria de vivienda.  

Mandata líneas de crédito preferencial, garantías públicas (FNG, FINAGRO, BANCOLDEX, FINDETER) y 

modifica el Fondo Emprender del SENA para financiar iniciativas populares.  

Promueve ferias locales, comercio electrónico, reciclaje y difusión en medios públicos (RTVC).  

Capítulo IV: Protección y Bienestar Social (Arts. 28–29): Promueve la formalización progresiva, 

condiciones laborales dignas, equidad de género y un mecanismo simplificado/subsidiavel para afiliar a los 

trabajadores a Riesgos Laborales (ARL).  

Capítulo V: Otras Disposiciones (Arts. 30–32): Exige un capítulo de EPyC en los Planes de Manejo del 

Patrimonio Cultural (PEMP), fija rendición de cuentas anual ante el Congreso e indica la vigencia de la norma. 

2. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 

Artículo 1: Colombia es un Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana, 

en el trabajo y la solidaridad de las personas que lo integran y en la prevalencia del interés general. La 

economía popular es la manifestación directa del trabajo para la subsistencia y dignificación de 

millones de colombianos. 

Artículo 2: Son fines esenciales del Estado promover la prosperidad general, garantizar la efectividad 

de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, y facilitar la participación de 

todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica de la Nación. 

Artículo 13 (Igualdad real y efectiva):​
"El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 

favor de grupos discriminados o marginados." 

Este proyecto materializa el principio de acción afirmativa, permitiendo que los trabajadores e 

iniciativas de la economía popular (históricamente desatendidos o relegados a la informalidad) 

accedan a mecanismos de crédito, fomento, capacitación y compras públicas. 

Artículo 25 (Derecho al trabajo): El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 

condiciones dignas y justas. 

Artículo 26 (Libertad de escoger profesión u oficio): Toda persona es libre de escoger profesión u 

oficio. El reconocimiento legal de la economía popular válida y protege los oficios comunitarios, 

ambulantes y tradicionales no formalizados bajo la estructura corporativa tradicional. 
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Artículo 333 (Iniciativa privada y libre competencia): 

○​ La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. 

○​ El Estado estimulará el desarrollo de las organizaciones de la economía solidaria, popular y 

comunitaria para garantizar una verdadera democratización del mercado y evitar abusos de 

posiciones dominantes. 

Artículo 334 (Intervención del Estado en la economía): La dirección general de la economía está a 

cargo del Estado. Este intervendrá por mandato de la ley para dar pleno empleo a los recursos 

humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso 

efectivo a los bienes y servicios básicos, fomentando la inclusión financiera y productiva. 

Artículo 38: Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades 

que las personas realizan en sociedad (base de las redes, cooperativas y mutuales de la economía 

popular). 

Artículo 58 (Función social de la propiedad y democratización): Se garantizan la propiedad 

privada y los demás derechos adquiridos. El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y 

solidarias de propiedad. 

Artículo 335 (Inclusión financiera): Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra 

relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación son de interés 

público. Esto fundamenta las políticas públicas del proyecto destinadas a eliminar el "gota a gota" 

mediante microcréditos del sector público o bancario adaptados a la economía popular. 

2.2 Normatividad legal, instrumentos internacionales y regionales  

 

Instrumentos Internacionales.  

 

Uno de los instrumentos internacionales que ha marcado un hito en la historia de la humanidad es la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la cual se condensan y concertan todos los credos, 

ideologías y sistemas políticos del mundo, con un solo propósito, buscar nuevas condiciones de vida y 

dignidad para todos los seres humanos, en el planeta sin distinción alguna. La cual fue promulgada el 10 de 

diciembre de 1948, por lo que esta fecha fue tomada como el día Universal de los Derechos Humanos.  

 

En este contexto, en dicha declaración se dijo, en el artículo 22 lo siguiente:  

 

“…Toda persona como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener 

mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los 

recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 

indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.  

 

Y en el artículo 28 añade: “Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en 

el que los derechos y libertades proclamados en esta declaración se hagan plenamente efectivos…” 
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Convenio 169 de la OIT: Reconocimiento de los sistemas económicos, sociales y culturales propios de pueblos 

étnicos, raizales, palenqueros y minorías desprotegidas. 

 

Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS): Objetivos 1, 5, 8, 10, 11 y 12 relacionados con 

pobreza, trabajo decente, desigualdad y producción sostenible. 

 

Declaración sobre la Eliminación de todas las formas de Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión 

o las Convicciones (ONU, 1981). 

 

Observación General Nº 7 del Comité DESC de la ONU: Derecho a una vivienda adecuada. 

 

Recomendación General Nº 34 del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial: Discriminación 

racial contra afrodescendientes. 

 

Por su parte en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que entró en vigor en 

Colombia el 3 de enero de 1976, en virtud de la ley 74 de 1968, en su robusto articulado consagra una 

cantidad de derechos, que los Estados partes deben garantizar, como por ejemplo los enunciados en el 

artículo 6.  

 

“1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el 

derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente 

escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

 

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados partes en el presente Pacto para 

lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación técnico 

profesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo 

económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que 

garanticen las libertades políticas y económicas de la persona humana”   

 

Instrumentos Regionales. 

 

Recordemos que la Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre la cual fue aprobada en 

la Novena conferencia Internacional Americana, en Bogotá en abril del año 1948, con la creación de la 

Organización de los Estados Americanos (O.E.A.). En su articulado, consagra las máximas aspiraciones de 

los pueblos de América latina, el respeto, las oportunidades, la promoción de su persona y la seguridad 

jurídica, entre otras.  

 

Artículo XXII. “Toda persona tiene derecho de asociarse con otras para promover, ejercer y proteger sus 

intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, sindical o de cualquier 

otra índole…  

 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José del 22 de noviembre de 1969, 

que entró en vigor el 18 de julio de 1978, en virtud de la ley 16 de 1972, instrumento de gran importancia y 
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trascendencia, para los pueblos del continente, por cuanto en sus artículos se protegen los derechos 

Económico, Sociales y Culturales, Así: 

 

Artículo. 26. Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 

mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la 

plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, 

ciencia y cultura contenidas en la carta de la Organización de los Estados Americanos… 

 

El protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales o Protocolo de San Salvador. Data del 17 de noviembre de 1988 y entró 

en vigor, para nuestra nación, el 16 de noviembre de 1999, por la ley 319 de 1996. En su artículo 6, indica:  

 

1.- Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para 

llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad licita libremente escogida o 

aceptada.  

 

2.- Los estados partes se comprometen a adoptar medidas que garanticen plena efectividad al 

derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al 

desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos destinados a los 

minusválidos. Los Estados partes se comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que 

coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una 

efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo…”  

 
 
2.3 JURISPRUDENCIA RELEVANTE 

Sentencia C-211 de 2007 (Especial protección al trabajo informal): La Corte precisó que las personas que 

ejercen actividades económicas en la informalidad no lo hacen por vulnerar la ley, sino como un mecanismo 

legítimo de subsistencia y ejercicio del derecho al trabajo, por lo que el Estado no puede tratarlos con un 

enfoque únicamente punitivo, sino de fomento y reubicación digna. 

Sentencia SU-360 de 1999 y T-231 de 2014 (Principio de Confianza Legítima): Establecen que las 

autoridades no pueden retirar de forma arbitraria a los trabajadores de la economía informal o vendedores 

ocupantes del espacio público sin ofrecerles alternativas económicas viables, programas de reconversión 

laboral o espacios de reubicación. 

Sentencia C-383 de 1999 (Democratización del crédito): El fallo resalta que el acceso al crédito es un 

servicio público de interés general (Art. 335 C.P.). La Corte señaló que el Estado tiene el deber de evitar la 

concentración crediticia y promover instrumentos financieros accesibles para los sectores de menores 

ingresos. 

Sentencia C-700 de 1999 (Función social de la intermediación financiera): Subraya que el sistema 

financiero debe alinearse con la equidad social, sustentando la creación de líneas de microcrédito estatal y 

banca de fomento adaptadas a las realidades de la economía popular. 
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Sentencia C-936 de 2011 (Democratización de las Compras Públicas): Declaró exequibles medidas 

diferenciales para otorgar puntajes adicionales o puntajes afirmativos a Mipymes y organizaciones asociativas 

en licitaciones estatales. Aplica directamente para justificar cláusulas que permitan a la Economía Popular ser 

proveedora directa del Estado. 

Sentencia C-221 de 2011 (Acciones afirmativas a favor de grupos marginados): Sostiene que otorgar un 

trato legal o económico preferencial a sectores vulnerables de la economía no viola el principio de libre 

competencia, sino que satisface el mandato de igualdad real y efectiva. 

Sentencia C-940 de 2003 (Promoción de formas asociativas): Analiza el alcance del artículo 333 de la 

Carta Política, declarando que el mandato de "estimular el desarrollo de las organizaciones de la economía 

solidaria" exige que el Legislador flexibilice requisitos tributarios y administrativos para estas formas 

asociativas populares. 

Sentencia C-126 de 1998 (Carácter constitucional del sector solidario): Determina que la economía 

asociativa y popular representa un modelo alternativo al mercado capitalista tradicional, el cual debe gozar de 

un régimen especial de protección legal. 

2.4 POLÍTICAS PÚBLICAS, PLANES Y PROGRAMAS COMPATIBLES 

 

CONPES 3955 de 2018: Estrategia para el Fortalecimiento de la Acción Comunal, aunque concebido 

originalmente para las Organizaciones de Acción Comunal (OAC), este CONPES sienta las bases del 

emprendimiento comunitario y la economía asociativa local. 

CONPES 4080 de 2022: Política Pública de Equidad de Género para las Mujeres: Aborda de forma prioritaria 

la autonomía económica de las mujeres, el cierre de brechas de género y la inclusión socioeconómica. 

Política Nacional de Trabajo Decente: Guiada por los estándares de la OIT (Recomendación 204 sobre la 

transición de la economía informal a la formal), busca garantizar protección social, ingreso digno y derechos 

laborales sin asfixiar la iniciativa económica. 

Lineamientos del Sistema Nacional de Cuidado (SNC): Reconoce, reduce y redistribuye las labores del 

cuidado no remuneradas (realizadas predominantemente por mujeres) que sostienen el bienestar de la 

sociedad. 

Política Pública de Protección a Personas en Condición de Vulnerabilidad: Garantiza la tutela efectiva de 

derechos de poblaciones sujetas de especial protección constitucional (víctimas del conflicto, migrantes, 

personas en extrema pobreza, adultos mayores). 

 

Política de Reindustrialización y Diversificación Productiva (MinCIT): Busca transformar el modelo 

extractivista de la economía colombiana hacia un modelo basado en el conocimiento, la producción sostenible 

y la agregación de valor nacional. 
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Programa Nacional de Patrimonio Cultural Inmaterial (Ministerio de las Culturas): Protege, salvaguarda y 

promociona los saberes, oficios tradicionales, gastronomía local y manifestaciones artesanales que forman 

parte de la identidad nacional. 

 

2.5 DOCTRINA, REFERENTES Y PUBLICACIONES RELEVANTES 

Para el sustento académico, doctrinal y conceptual de este proyecto de ley, es indispensable articular las 

contribuciones de centros de pensamiento latinoamericanos, organismos internacionales multilaterales y la 

academia colombiana. Esta doctrina sustenta que la Economía Popular no es un fenómeno de "marginalidad o 

atraso", sino una forma estructurada de trabajo, producción y resistencia comunitaria que requiere 

reconocimiento institucional. 

A) CLACSO: “Mapeo de economías populares en América Latina” 

El Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO) ha conceptualizado la economía popular como 

un conjunto de prácticas socioeconómicas basadas en el trabajo familiar, la cooperación comunitaria y el 

autoconsumo, distanciándola de la visión tradicional capitalista centrada en el lucro o la acumulación de 

capital. 

B) CEPAL: “Políticas comerciales, sostenibilidad e inclusión económica” 

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) enfatiza que las políticas comerciales y de 

fomento no deben beneficiar exclusivamente a la gran industria. Se requiere una orientación explícita que 

alinee los intercambios comerciales con la sostenibilidad ambiental, los circuitos cortos de comercialización y 

la equidad social. 

C) OIT: Enfoque de formalización sin exclusión (Recomendación 204) 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) sostiene que la formalización no debe enfocarse en la 

sanción, la fiscalización o el cobro de impuestos a unidades de subsistencia. Por el contrario, promueve un 

tránsito gradual a la formalidad, que proteja los medios de vida existentes mientras se garantizan derechos 

laborales, salud y seguridad social. 

D) CEPAL: “Lineamientos para la transición a la formalidad con enfoque de derechos” 

Plantea que la informalidad laboral en la región no es una decisión voluntaria de evadir la ley, sino la 

consecuencia del cambio estructural, la brecha de productividad y la incapacidad de la economía mercantil 

clásica para generar suficiente empleo formal. 

E) Universidad Cooperativa de Colombia: “Atlas de la Economía Popular y Solidaria” 
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Esta investigación cartográfica y cualitativa visibiliza la escala real, la distribución geográfica y las 

características operativas de las organizaciones solidarias, cooperativas, mutuales y unidades familiares en el 

territorio colombiano. 

F) Observatorio Latinoamericano sobre Pobreza y Desigualdad 

Sus publicaciones especializadas documentan cómo la exclusión del sistema financiero y la falta de liquidez 

obligan a la población de menores ingresos a recurrir a sistemas de usura y extorsión como el "gota a gota", 

erosionando el patrimonio familiar y alimentando la violencia en las ciudades. 

G) Universidad del Rosario: Revista Estudios Socio-Jurídicos (Desigualdad y Aporofobia) 

Estudios académicos sobre la penalización de la pobreza (aporofobia) y el conflicto socio-jurídico por el uso 

del espacio público. Analiza cómo las regulaciones policivas tradicionales han criminalizado a los vendedores 

informales y recicladores. 

2.6 Conceptos.  

 

Superintendencia Industria y Comercio 
5
.  

 

“Consideraciones generales 

 

(i)​ OBSERVACIONES RELACIONADAS CON POSIBLES RIESGOS AL RÉGIMEN DE LIBRE 

COMPETENCIA ECONÓMICA. 

 

Desde la Delegatura para la Protección a la Competencia se evidenció que, dentro del proyecto se propone la 

creación de una regulación que impone un trato diferenciado que beneficia exclusivamente a las 

organizaciones de la economía popular y comunitaria mediante mecanismos como la priorización en la 

contratación estatal, incentivos diferenciales, apoyos financieros y la simplificación de trámites administrativos. 

Este tipo de medidas podrían generar distorsiones en las dinámicas de competencia al otorgar ventajas 

competitivas desiguales, consolidándose en un potencial riesgo para la libre competencia económica. 

 

Al respecto, la ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICO (en adelante 

OCDE) ha sostenido que la regulación asimétrica puede conducir a una distorsión en la dinámica de la 

competencia que caracteriza el mercado objeto de regulación a causa del tratamiento diferenciado que se le 

otorgaría a unos agentes sobre otros. No obstante, aquellos tratos diferenciados pueden estar respaldados por 

razones de fondo de índole técnica o económica que los justifiquen. En este sentido, como lo ha señalado esta 

Entidad en otros pronunciamientos
6
, un trato diferenciado sólo será contrario al régimen de protección de la 

libre competencia cuando carezca de justificaciones objetivas y razonables. Bajo este contexto, se reconoce 

que las libertades y derechos constitucionales, incluidas las libertades económicas, no pueden interpretarse 

como absolutas. 

6 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Conceptos de abogacía de la competencia identificados con los radicados No. 
24-308365, 24-262981, 24-50119 y 24-428077. 

5 Se transcribe literalmente lo incluido en el concepto en mención. 
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Así las cosas, ya que el proyecto tiene como objeto la promoción, fomento y fortalecimiento de las 

organizaciones y sectores de la economía popular y comunitaria, si el trato que se le quiere dar a estas 

organizaciones se encuentra debidamente justificado y amparado por la Ley, el presupuesto jurídico de la libre 

competencia cede a favor del bienestar general. 

 

Por lo anterior, se procederá a examinar si las medidas que se pretenden implementar son legítimas, 

razonables y proporcionales de acuerdo con el marco constitucional y legal aplicable. Al respecto, la CORTE 

CONSTITUCIONAL ha establecido que una intervención estatal será legítima siempre que el regulador 

asegure que: (i) la restricción impuesta por la norma esté fundada en fines constitucionalmente admisibles (ii) 

la intervención no sea manifiestamente innecesaria o arbitraria y; (iii) los beneficios derivados de la finalidad 

de la medida regulatoria sean superiores a las restricciones sobre los derechos o bienes intervenidos
7
. 

 

a. Fines constitucionalmente admisibles:  

 

El artículo 334 de la Constitución faculta al Estado para intervenir en la economía para fomentar el desarrollo y 

garantizar que todas las personas, especialmente aquellas en situaciones de desigualdad estructural, tengan 

acceso a los bienes y servicios esenciales. Sin embargo, tal intervención debe estar sustentada en un marco 

de legitimidad constitucional, en el cual la regulación de ciertos sectores o agentes económicos responda a 

principios y propósitos constitucionalmente válidos
8
. 

 

Ahora bien, el artículo 13 de la Constitución establece que el Estado no solo debe garantizar la igualdad 

formal, sino también adoptar medidas que permitan corregir desigualdades históricas y estructurales
9
. En este 

sentido, el proyecto responde a la necesidad de corregir fallas de mercado, tales como la exclusión financiera, 

la falta de acceso a infraestructura productiva y la dificultad para competir en igualdad de condiciones con 

grandes empresas. 

 

A partir de este marco constitucional, se reconoce que la economía popular y comunitaria está compuesta por 

un conjunto de actores que históricamente han enfrentado barreras en el acceso a recursos productivos 

formales®. Es por lo anterior que, el proyecto propone un conjunto de medidas de fomento y fortalecimiento 

para los actores de este sector, con el objetivo de corregir fallas de mercado y promover su integraci6n a la 

economía formal. 

 

Por lo tanto, la diferenciación contemplada no es arbitraria ni discriminatoria, sino que se enmarca en el 

cumplimiento de los mandatos constitucionales de igualdad material y desarrollo económico con equidad, pues 

el propósito de estas disposiciones es garantizar condiciones más equitativas para la participación de los 

pequeños productores y emprendedores en el mercado. 

 

En consecuencia, el tratamiento diferenciado contemplado encuentra su fundamento constitucional en los 

9 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-090 de 2020. 

8 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Conceptos de abogacía de la competencia identificados con los radicados No. 
24-308365, 24-262981, 24-50119 y 24-428077. 

7 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-615 de 2002. 
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principios de equidad y desarrollo económico, y su justificación económica en la necesidad de corregir fallas 

de mercado que han perpetuado la exclusión de un sector fundamental para la estabilidad social y productiva 

del país.  

 

Necesidad de la intervención:  

 

En el caso de la economía popular y comunitaria, la evidencia empírica y los análisis económicos muestran 

que este sector enfrenta fallas de mercado estructurales que limitan su capacidad de crecimiento, 

formalización y sostenibilidad. Seguin cifras del DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE 

ESTADISTICA (en adelante, DANE), de septiembre a noviembre de 2024 cerca del 55% de la población en 

Colombia desarrollaba su actividad en el sector informal, sin acceso a seguridad social ni financiamiento 

formal, lo que refleja una exclusión estructural de estos actores en el mercado regulado. Este fenómeno se ve 

aún más pronunciado para los centros poblados y rurales dispersos, donde la informalidad alcanza el 83%
10

. 

 

A su vez, el “Reporte de inclusión financiera” de la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA (en 

adelante, SUPERFINANCIERA) muestra que, si bien entre 2022 y 2023 se presentó un incremento en la 

tenencia de productos financieros en la ruralidad del país, a medida que los municipios son más rurales el 

porcentaje de acceso y el de uso caen. No obstante, cuando se analiza la inclusión financiera a través del 

sector solidario y cooperativo financiero'®, se encuentra que la brecha de ruralidad fue menos pronunciada 

que en el resto del sistema financiero; pues bajo este modelo, el acceso y uso de los productos financieros 

otorgado fue similar en ciudades y aglomeraciones, municipios intermedios y rurales, y se presente una leve 

disminución en rural disperso
11

". 

 

Desde la perspectiva del acceso a mercados, los actores de la economía popular y comunitaria enfrentan 

dificultades estructurales para competir en igualdad de condiciones con empresas más grandes y 

formalizadas. Según COLOMBIA PRODUCTIVA, el país enfrenta retos para cerrar las brechas existentes 

entre las micro, pequeñas y medianas empresas (en adelante, MIPYMES), y las grandes empresas. Por 

ejemplo, el entorno productivo de un trabajador en una industria grande permite que genere el valor agregado 

equivalente al trabajo de tres (3) empleados en una pequeña y mediana empresa, 0 de cinco (5) en una 

microempresa
12

. 

 

Lo anterior, deja en evidencia cómo los pequeños productores y comerciantes informales tienen mayores 

costos relativos en insumos, distribución y financiamiento, lo que limita su capacidad de ofrecer precios 

competitivos y mejorar sus niveles de productividad. Estas barreras restringen la posibilidad de que los actores 

de la economía popular y comunitaria accedan a mercados más amplios y diversificados, perpetuando su 

situación de informalidad y precariedad. 

 

12 Colombia Productiva (27 de junio de 2024). Cinco desafíos que deben superar las MIPYMES colombianas para ser más productivas y 
rentables. Disponible en: hitos:/www.colombiaprocuctiva.com/ptpcomunica/noticias/comunicacodiadelasmipymes  

11 ANCA DE LAS OPORTUNIDADES y SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA (2023). Reporte de Inclusión Financiera. 
Disponible en: https://www.superfinanciera gov.co/publicaciones/101 15193 /reporte-de-inclusión 
financiera-2023-avances-y-retos-en-calompia/  

10 DANE. Boletín técnico. Ocupación informal Trimestre móvil septiembre - noviembre 2024. Disponible en: 
httos:/Avww.dane.gov.co/files/operaciones/GEIH/bol-GEIHEISS-sep-nov202pd4f   
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En ese sentido, las medidas propuestas en el proyecto buscan corregir estas fallas de mercado mediante la 

implementación de incentivos financieros, acceso preferencial a compras públicas, mecanismos de 

formalización simplificados y fortalecimiento institucional. La adopción de estas medidas no solo se justifica en 

términos de equidad y justicia social, sino también en la necesidad de promover la eficiencia económica y 

aprovechar el potencial productivo de esta economía.  

 

Por lo tanto, la intervención estatal contemplada responde a una realidad económica y social que exige 

medidas concretas para garantizar la inclusión productiva, mejorar las condiciones de trabajo y fomentar la 

sostenibilidad económica de poblaciones vulnerables y con menos posibilidades en el país. 

 

(…) 

 

3. IMPACTO FISCAL DEL PROYECTO. 

 

En concordancia con el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional en 

materia de iniciativa legislativa en gasto público: 

 

1.​ Compatibilidad con el Marco Fiscal: La presente iniciativa no ordena directamente el gasto ni 

modifica la estructura tributaria del país, por lo que su adopción no contraviene el Marco Fiscal de 

Mediano Plazo ni el Marco de Gasto de Mediano Plazo. 

2.​ Ejecución vía programas existentes: Las herramientas de fomento, inclusión y articulación 

contempladas en el articulado serán implementadas progresivamente por las entidades competentes 

dentro de los límites de sus apropiaciones presupuestales ordinarias. 

3.​ Ausencia de impacto fiscal extraordinario: El proyecto autoriza y orienta la acción estatal hacia la 

Economía Popular y Comunitaria sin comprometer recursos adicionales del Presupuesto General de 

la Nación que requieran una fuente específica de financiamiento extraordinario. 

 

4.​ CONFLICTO DE INTERÉS. 

 

El artículo 3 de la Ley 2003 de 2019 establece la necesidad de incluir en la exposición de motivos de los 

proyectos de ley un acápite en el que se describa las circunstancias o eventos que podrían generar un 

conflicto de interés para los congresistas en la discusión y votación del proyecto. 

 

En este sentido, se considera que las disposiciones que contiene el proyecto de ley podrían generar un 

conflicto de interés a los Honorables Representantes que pertenezcan a juntas directivas de entidades 

financieras o cuyo cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 

consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil hagan parte de juntas directivas de entidades financieras. 

Se reconoce que los conflictos de interés son personales y es facultad de cada congresista evaluarlos. 
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5.​ CONSIDERACIONES FINALES. 

 

El presente proyecto de ley materializa el reconocimiento de las y los actores de la economía popular y 

comunitaria como sujetos de especial protección social y económica, destacando su rol estratégico en el 

abastecimiento, la dinamización productiva y la generación de ingresos en el país. En consecuencia, esta 

iniciativa constituye un paso indispensable para la dignificación de las unidades económicas de baja escala y 

del trabajo independiente, al fijar criterios institucionales de fomento, acceso al crédito y formalización 

progresiva que garanticen su pleno desarrollo e integración territorial, superando las brechas históricas de 

exclusión y desatención estatal.  

 

 

 

Atentamente. 

 

 

 

H.R JUAN CARLOS VARGAS SOLER 

Representante a la Cámara 

CITREP No. 13 (Bolívar & Antioquía) 
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	Se promoverá la participación de organizaciones, asociaciones y cooperativas de la Economía Popular y Comunitaria, en la planificación y gestión de mercados y de las ferias de economía popular, garantizando la representatividad y participación efectiva de las organizaciones en la toma de decisiones, así como la promoción de prácticas justas y transparentes. 
	Mención de la informalidad y los independientes 
	 
	Puntos de encuentro social 
	 
	Instrumentos Internacionales.  
	 
	Uno de los instrumentos internacionales que ha marcado un hito en la historia de la humanidad es la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la cual se condensan y concertan todos los credos, ideologías y sistemas políticos del mundo, con un solo propósito, buscar nuevas condiciones de vida y dignidad para todos los seres humanos, en el planeta sin distinción alguna. La cual fue promulgada el 10 de diciembre de 1948, por lo que esta fecha fue tomada como el día Universal de los Derechos Humanos.  
	 
	En este contexto, en dicha declaración se dijo, en el artículo 22 lo siguiente:  
	 
	“…Toda persona como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.  
	 
	Y en el artículo 28 añade: “Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta declaración se hagan plenamente efectivos…” 
	Por su parte en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que entró en vigor en Colombia el 3 de enero de 1976, en virtud de la ley 74 de 1968, en su robusto articulado consagra una cantidad de derechos, que los Estados partes deben garantizar, como por ejemplo los enunciados en el artículo 6.  
	“1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho. 
	 
	2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación técnico profesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas de la persona humana”   
	 
	Instrumentos Regionales. 
	 
	Recordemos que la Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre la cual fue aprobada en la Novena conferencia Internacional Americana, en Bogotá en abril del año 1948, con la creación de la Organización de los Estados Americanos (O.E.A.). En su articulado, consagra las máximas aspiraciones de los pueblos de América latina, el respeto, las oportunidades, la promoción de su persona y la seguridad jurídica, entre otras.  
	 
	Artículo XXII. “Toda persona tiene derecho de asociarse con otras para promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, sindical o de cualquier otra índole…  
	 
	La Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José del 22 de noviembre de 1969, que entró en vigor el 18 de julio de 1978, en virtud de la ley 16 de 1972, instrumento de gran importancia y trascendencia, para los pueblos del continente, por cuanto en sus artículos se protegen los derechos Económico, Sociales y Culturales, Así: 
	 
	Artículo. 26. Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la carta de la Organización de los Estados Americanos… 
	 
	El protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Protocolo de San Salvador. Data del 17 de noviembre de 1988 y entró en vigor, para nuestra nación, el 16 de noviembre de 1999, por la ley 319 de 1996. En su artículo 6, indica:  
	 
	1.- Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad licita libremente escogida o aceptada.  
	 
	2.- Los estados partes se comprometen a adoptar medidas que garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados partes se comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo…”  
	CONPES 3955 de 2018: Estrategia para el Fortalecimiento de la Acción Comunal, aunque concebido originalmente para las Organizaciones de Acción Comunal (OAC), este CONPES sienta las bases del emprendimiento comunitario y la economía asociativa local. 
	CONPES 4080 de 2022: Política Pública de Equidad de Género para las Mujeres: Aborda de forma prioritaria la autonomía económica de las mujeres, el cierre de brechas de género y la inclusión socioeconómica. 
	Política Nacional de Trabajo Decente: Guiada por los estándares de la OIT (Recomendación 204 sobre la transición de la economía informal a la formal), busca garantizar protección social, ingreso digno y derechos laborales sin asfixiar la iniciativa económica. 
	Política Pública de Protección a Personas en Condición de Vulnerabilidad: Garantiza la tutela efectiva de derechos de poblaciones sujetas de especial protección constitucional (víctimas del conflicto, migrantes, personas en extrema pobreza, adultos mayores). 
	Programa Nacional de Patrimonio Cultural Inmaterial (Ministerio de las Culturas): Protege, salvaguarda y promociona los saberes, oficios tradicionales, gastronomía local y manifestaciones artesanales que forman parte de la identidad nacional. 
	A) CLACSO: “Mapeo de economías populares en América Latina” 
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